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I. COMUNIDAD DE MADRID

A) Disposiciones Generales

Consejería de Justicia y Administraciones Públicas

2392 DECRETO 86/2003, de 19 de junio, por el que se regula
la asistencia jurídica gratuita en el ámbito de la Comunidad
de Madrid.

PREÁMBULO

Con la finalidad de dar respuesta al mandato contenido en el
artículo 119 de la Constitución de que la justicia será gratuita
en todo caso para quienes acrediten insuficiencia de recursos, la
Ley 1/1996, de 10 de enero, diseñó el sistema de justicia gratuita
vigente en España.

El sistema regulado por la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita
posibilita que los ciudadanos más desprotegidos puedan proveerse
de los profesionales necesarios y ver adecuadamente defendidos
sus derechos e intereses legítimos, materializando así el derecho
a la tutela judicial efectiva que el artículo 24 de la Constitución
configura como derecho fundamental.

La disposición adicional primera de la Ley 1/1996, de Asistencia
Jurídica Gratuita, concreta en esta materia el ámbito de inter-
vención normativa que corresponde a las Comunidades Autónomas
que hayan asumido el ejercicio de las competencias referidas a
la provisión de medios materiales y económicos a la Administración
de Justicia.

El artículo 49, número 1, de su Estatuto de Autonomía atribuye
al Gobierno de la Comunidad de Madrid todas las facultades que
la Ley Orgánica del Poder Judicial reconozca o atribuya al Gobier-
no de la Nación.

Al amparo de dicho título estatutario, la asunción del ejercicio
competencial a que se refiere la adicional citada de la Ley 1/1996
se ha producido mediante el Real Decreto 600/2002, de 1 de julio,
aprobatorio del traspaso a la Comunidad de Madrid de funciones
y servicios estatales relativos a personal laboral y a la provisión
de medios materiales y económicos para el funcionamiento de
la Administración de Justicia.

Entre las funciones traspasadas se incluyen el reconocimiento
del derecho a la asistencia jurídica gratuita y la gestión de las
subvenciones correspondientes a las actuaciones profesionales en
el ámbito de la justicia gratuita, estableciéndose incluso que hasta
la creación de la Comisión Central de Asistencia Jurídica Gratuita
sería la homóloga de la Comunidad de Madrid el órgano encargado
del reconocimiento del derecho en los procedimientos que afecten
a los órganos judiciales con competencias en todo el territorio
nacional.

El Decreto que ahora se aprueba ha tratado de adecuarse a
las importantes reformas procesales habidas recientemente, entre
las que destaca la nueva Ley de Enjuiciamiento Civil que ha entrado
en vigor en 2001, aprobada por la Ley 1/2000, de 7 de enero,
y que tiene carácter supletorio para el resto de órdenes juris-
diccionales. Pues bien, su promulgación justifica, por ejemplo, que
se vinculen las designaciones de abogado y procurador no al carác-
ter preceptivo de la intervención de dichos profesionales sino al
hecho de que resulten procedentes en cada caso.

Por otro lado, la nueva Ley de Enjuiciamiento Civil establece
que el abogado podrá reclamar directamente de su cliente el impor-
te de los honorarios, y no necesariamente del procurador como

acontecía con la anterior regulación procesal del expediente deno-
minado “de jura de cuentas”. De esta forma, gozando de cobertura
normativa en el lugar natural, que es la norma de procedimiento
citada (Ley de Enjuiciamiento Civil, concretamente artículo 35),
se ha suprimido, por innecesaria, una expresa referencia regla-
mentaria.

Como resulta obligado, la presente regulación tiene también
en cuenta la reforma parcial de la Ley de Enjuiciamiento Criminal
para el enjuiciamiento rápido e inmediato de determinados delitos,
reforma aprobada por la Ley 38/2002, de 24 de octubre, y cuya
piedra angular está constituida por la concentración de actuaciones
ante el Juzgado de guardia.

Ello unido al establecimiento de plazos reducidos para el juicio
oral y la emisión de sentencia determina, en el ámbito de la justicia
gratuita, que la designación provisional de abogado deba ser inme-
diata y que las solicitudes de reconocimiento del derecho en los
indicados procedimientos penales gocen de prioridad en su tra-
mitación por la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita de la
Comunidad de Madrid, tal como se recoge en la disposición adi-
cional de este Decreto.

Por lo demás, el Decreto ahora aprobado mantiene la estructura
del Real Decreto 2103/1996, de 20 de septiembre, de desarrollo
de la Ley 1/1996, de 10 de enero, estructura que a su vez han
venido manteniendo los reglamentos dictados entre los años 1996
y 2001 por las Comunidades Autónomas que han precedido a
la de Madrid en el ejercicio de competencias en la materia.

Tras concretar el objeto del Decreto, su capítulo segundo regula
la Comisión de Asistencia Jurídica de la Comunidad de Madrid,
órgano administrativo encargado del reconocimiento del derecho
en el ámbito territorial al que alcanza el Tribunal Superior de
Justicia de Madrid, en línea con la desjudicialización de dicho
procedimiento por la que optó el legislador de 1996.

La composición de la Comisión se adecua a lo establecido por
el artículo 10, número 2, de la Ley 1/1996, en la redacción dada
a dicho precepto por la Ley 53/2002, de 30 de diciembre, de Medi-
das Fiscales, Administrativa y del Orden Social; por tal motivo,
será en la Orden autonómica de nombramiento oficial de los miem-
bros de la Comisión donde se determine cuáles de ellos ostentan
la presidencia y la secretaría de este órgano colegiado.

Se efectúan sendas remisiones a la normativa de la Comunidad
de Madrid sobre agilización de procedimientos administrativos y
aplicación de nuevas tecnologías y a la regulación de la atención
al ciudadano en lo relativo a las quejas que se formulen con ocasión
del funcionamiento de la Comisión.

El capítulo tercero regula el procedimiento para el reconoci-
miento del derecho a la asistencia jurídica gratuita, capítulo en
el cual la reforma procesal aprobada por la Ley 38/2002, ya citada,
tiene una repercusión directa, estableciéndose en el Decreto las
reglas a las que deberá ajustarse el procedimiento especial des-
tinado a la tramitación de solicitudes correspondientes a los pro-
cesos de enjuiciamiento rápido de delitos.

El procedimiento general regulado en este Decreto detalla el
lugar de presentación de la solicitud que en cada caso procede,
así como los supuestos que constituyen excepción a la regla general
de iniciación por el solicitante.

El capítulo cuarto se refiere a la organización de los servicios
de asistencia letrada, defensa y representación gratuitas, previén-
dose que en tanto la Comisión no haya reconocido expresamente
el derecho, el solicitante podrá renunciar a las designaciones pro-
visionales de abogado y procurador que los Colegios hayan efec-
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tuado. Se incluyen también previsiones específicas sobre los casos
de renuncia a los profesionales designados, por parte del solicitante
o del ya titular del derecho.

El capítulo quinto incide en la subvención de los servicios de
asistencia jurídica gratuita, tratando de asegurar la adecuada com-
pensación de las actuaciones profesionales de los abogados y pro-
curadores intervinientes; compensación que se articula mediante
el otorgamiento de subvenciones sujetas al control que requieren,
como fondos públicos que son.

Se concretan como actuaciones subvencionables el turno de ofi-
cio, la asistencia letrada y la tramitación de expedientes de asis-
tencia jurídica gratuita, manteniéndose respecto de esta última
prestación de los Colegios y de los Consejos de Colegios el criterio
de compensación fijado por el Real Decreto 1162/2001, de 26
de octubre.

Junto a la genérica remisión a la normativa reguladora de sub-
venciones de la Comunidad de Madrid, el procedimiento de apli-
cación de estos fondos que regula este Decreto consigna la obli-
gación de que las certificaciones acreditativas de las actuaciones
subvencionables realizadas incluyan las compensaciones que
correspondiera aplicar en los supuestos de revocación del derecho
o de cobro particular de honorarios por el profesional designado;
la regulación que ahora se aprueba avanza en la línea que ya
iniciara en este punto el Decreto del Gobierno Valenciano 29/2001,
de 30 de enero, de Asistencia Jurídica Gratuita.

El capítulo sexto se dedica a la asistencia pericial gratuita, inclu-
yéndose también en él ciertas previsiones en orden al efectivo
control de los fondos públicos destinados a esta prestación. Se
concreta que el devengo de la retribución se producirá una vez
realizada y acreditada la pericia por el técnico privado, de con-
formidad con lo establecido por el artículo 1.967 del Código Civil.
La cuantía y forma de pago de la retribución se remiten al desarro-
llo normativo de este Decreto, siguiendo así el modelo introducido
por Andalucía con el Decreto 273/2001, de 18 de diciembre, de
modificación parcial de su Reglamento de Asistencia Jurídica
Gratuita.

El Anexo I recoge el modelo normalizado de solicitud que se
aprueba con este Decreto, basado en el homólogo del Real Decre-
to 2103/1996 y al que se han incorporado previsiones específicas
sobre la nacionalidad del solicitante y sobre los datos a cumpli-
mentar por las personas jurídicas, además de contemplar la nece-
saria incidencia en la configuración de la unidad familiar de la
regulación contenida en la Ley 11/2001, de 19 de diciembre, de
Uniones de Hecho de la Comunidad de Madrid. También se incluye
en el modelo un apartado destinado a acreditar el requerimiento
que proceda formular para la subsanación por el solicitante de
los defectos observados.

El Anexo II relaciona los módulos y bases de compensación
económica correspondientes a las actuaciones profesionales de
abogados y procuradores, cuestión que no sólo es objeto ahora
de actualización económica por parte de la Comunidad de Madrid
en su ámbito de gestión sino que contempla la necesaria adecuación
a las importantes reformas procesales que ya se han reseñado.

Por todo ello, a propuesta de la Consejería de Justicia y Admi-
nistraciones Públicas, con informe del Consejo General del Poder
Judicial, de acuerdo con el Consejo de Estado y previa deliberación
del Consejo de Gobierno en su reunión de 19 de junio de 2003

DISPONGO

Capítulo I

Disposiciones generales

Artículo 1

Objeto

1. El presente Decreto tiene por objeto la regulación de la
Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita de la Comunidad de
Madrid y de los procedimientos de reconocimiento del derecho
de asistencia jurídica gratuita y de gestión de las subvenciones
que conlleva este derecho.

2. La regulación contenida en este Decreto se efectúa de acuer-
do con lo establecido por la Ley estatal 1/1996, de 10 de enero,
de Asistencia Jurídica Gratuita.

Capítulo II

Organización y funcionamiento de la Comisión de Asistencia
Jurídica Gratuita

Artículo 2

Ámbito

1. Se crea la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita de la
Comunidad de Madrid, con sede en el municipio de Madrid y
con el ámbito que corresponde al territorio de esta Comunidad
Autónoma.

2. Dicha Comisión es el órgano competente para el recono-
cimiento del derecho de asistencia jurídica gratuita en el ámbito
territorial al que alcanza el Tribunal Superior de Justicia de Madrid.

Artículo 3

Dependencia orgánica, soporte administrativo y sede

1. La Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita de la Comu-
nidad de Madrid quedará adscrita orgánicamente a la Consejería
competente en materia de justicia, correspondiendo a ésta prestar
el apoyo técnico y el soporte administrativo necesarios para su
adecuado funcionamiento.

2. La Comisión tendrá su sede en las dependencias adminis-
trativas que aquella Consejería ponga a disposición de la misma.

Artículo 4

Composición y designación de miembros

1. La Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita de la Comu-
nidad de Madrid estará integrada por:

a) Un miembro del Ministerio Fiscal, designado por el Fiscal
Jefe del Tribunal Superior de Justicia de Madrid.

b) Un Letrado de la Comunidad de Madrid, designado por
el titular de la Consejería a la que esté adscrita la Dirección
General de los Servicios Jurídicos.

c) Un funcionario del Grupo A de Administración General,
Licenciado en Derecho, designado por el titular de la Con-
sejería que tenga atribuidas las competencias en materia
de justicia.

d) El Decano de uno de los dos Ilustres Colegios de Abogados
existentes en el territorio de la Comunidad de Madrid, o
el abogado que aquél designe. La designación se producirá
previo acuerdo entre los Decanos de Madrid y de Alcalá
de Henares; a falta de tal acuerdo, formará parte de la
Comisión el Decano que designe el Consejo de Colegios
de Abogados de la Comunidad de Madrid.

e) El Decano del Ilustre Colegio de Procuradores de Madrid
o el procurador que aquél designe.

2. Las funciones de Secretario de la Comisión corresponderán
al Vocal mencionado en el párrafo c) del número anterior.

3. Se nombrará un suplente por cada uno de los miembros
de la Comisión, cuya designación se efectuará en la forma prevista
para los titulares.

4. Comunicadas las designaciones a que se refieren los números
anteriores, el titular de la Consejería competente en materia de
justicia nombrará al Presidente de la Comisión de entre los miem-
bros de la misma y formalizará el nombramiento de los miembros
de dicho órgano mediante Orden que será publicada en el BOLETÍN
OFICIAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID.

Artículo 5

Información sobre los servicios de justicia gratuita

1. La Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita de la Comu-
nidad de Madrid dispondrá de las listas de colegiados ejercientes
en el territorio autonómico adscritos a los servicios de justicia
gratuita, con indicación de su domicilio profesional y, en su caso,
de las correspondientes especializaciones por órdenes jurisdiccio-
nales o en las diversas ramas jurídicas.

En la sede de la Comisión se expondrán las normas de fun-
cionamiento, sedes y horarios de atención al público de los Servicios
de Orientación Jurídica de los Colegios de Abogados de Madrid
y de Alcalá de Henares.



Pág. 7MARTES 24 DE JUNIO DE 2003B.O.C.M. Núm. 148

2. La información a la que se refiere al número anterior estará
a disposición de toda persona interesada en acceder a los servicios
de justicia gratuita y deberá ser actualizada por los respectivos
Colegios con periodicidad mínima semestral.

Artículo 6

Normas de funcionamiento

1. La actuación de la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita
se ajustará a lo establecido en la Ley 1/1996, de 10 de enero,
de Asistencia Jurídica Gratuita, en el presente Decreto y en la
normativa reguladora del funcionamiento de los órganos cole-
giados.

2. En la gestión que le es propia como órgano administrativo,
la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita adecuará su actividad
a lo dispuesto por el Decreto 85/2002, de 23 de mayo, por el
que se regulan los sistemas de evaluación de la calidad de los
servicios públicos y se aprueban los Criterios de Calidad de la
Actuación Administrativa en la Comunidad de Madrid.

3. La Comisión se reunirá, con carácter ordinario, cada quince
días, sin perjuicio de que la propia Comisión acuerde variar dicha
periodicidad atendiendo al mayor o menor volumen de asuntos
a tratar en la siguiente sesión.

4. El funcionamiento de la Comisión de Asistencia Jurídica
Gratuita se ajustará a los principios recogidos en el artículo 15,
número 4, de este Decreto en los supuestos en los que aprecie
en el solicitante la formulación de peticiones con manifiesto abuso
de derecho, que entrañen fraude de ley o que puedan vulnerar
las reglas de la buena fe.

5. El tratamiento de las sugerencias o reclamaciones que se
formulen en relación con el funcionamiento de la Comisión se
ajustará a lo establecido en el Decreto 21/2002, de 24 de enero,
por el que se regula la Atención al Ciudadano en la Comunidad
de Madrid.

Artículo 7

Competencias

Corresponde a la Comisión, en los términos previstos por la
Ley de Asistencia Jurídica Gratuita:

a) Reconocer o denegar el derecho a la asistencia jurídica gra-
tuita, confirmando o modificando, en su caso, las decisiones
previamente adoptadas por los Colegios profesionales.

b) Revocar el derecho reconocido cuando concurran las cir-
cunstancias previstas en el artículo 19 de la referida Ley.

c) Efectuar las comprobaciones y recabar la información que
se estimen necesarias a lo largo de la tramitación de las
solicitudes de asistencia jurídica gratuita y, en especial,
requerir de las Administraciones tributarias la confirmación
de la exactitud de los datos de carácter económico alegados
por los solicitantes.

d) Recibir y trasladar al órgano judicial que corresponda el
expediente con el escrito de impugnación de las resoluciones
que, de modo definitivo, reconozcan o denieguen el derecho.

e) Tramitar las comunicaciones relativas a la insostenibilidad
de la pretensión presentada por los abogados.

f) Supervisar las actuaciones de los Servicios de Orientación
Jurídica previstos en el artículo 24 del presente Decreto,
y reenviar a los Colegios las quejas o denuncias recibidas
en relación con las actuaciones relacionadas con los servicios
de asistencia jurídica gratuita, en aquellos casos en que tales
iniciativas no se hayan planteado directamente ante el res-
pectivo Colegio.

g) Cooperar con otras Comisiones de Asistencia Jurídica Gra-
tuita, organismos o entidades para el desarrollo de su acti-
vidad en el ámbito de gestión administrativa propia de este
órgano colegiado.

h) Cualquier otra competencia que le atribuya la normativa
reguladora de la asistencia jurídica gratuita.

Capítulo III

Procedimiento para el reconocimiento del derecho
a la asistencia jurídica gratuita

SECCIÓN PRIMERA

Procedimiento general

Artículo 8

Iniciación

1. El procedimiento para reconocer el derecho a la asistencia
jurídica gratuita se iniciará a solicitud de persona interesada,
mediante la presentación del modelo normalizado de escrito que
figura en el Anexo I de este Decreto. A dicho impreso de solicitud,
que se cumplimentará en su integridad y será firmado por el peti-
cionario, se acompañará la documentación acreditativa de los datos
en ella recogidos, en los términos que en el mismo se indican.

2. Los impresos se facilitarán en los órganos de la Adminis-
tración de Justicia, en los Servicios de Orientación Jurídica de
los Colegios de Abogados y en la propia sede de la Comisión
de Asistencia Jurídica Gratuita de la Comunidad de Madrid.

3. Los Colegios de Abogados adoptarán las medidas necesarias
para que los profesionales intervinientes en los servicios de asis-
tencia jurídica gratuita faciliten los impresos a los interesados y
recaben de éstos su adecuada cumplimentación.

Artículo 9

Normas complementarias de iniciación

1. En los casos excepcionales en los que no resultara posible
acompañar a la solicitud del interesado la documentación acre-
ditativa de los datos en ella recogidos y el abogado designado
provisionalmente estimase que el solicitante pudiera hallarse inclui-
do en el ámbito personal de aplicación de la asistencia jurídica
gratuita, el abogado hará constar por escrito el motivo de aquella
omisión y las demás circunstancias concurrentes.

2. Una vez recibida la solicitud, la Comisión se dirigirá a los
órganos administrativos a que se refiere el artículo 15, número 2,
de este Decreto para averiguar la situación patrimonial del inte-
resado y, a la vista de los datos resultantes, podrá presumir su
inclusión en el ámbito personal de aplicación del derecho de asis-
tencia jurídica gratuita.

3. El requerimiento judicial de designación provisional de abo-
gado o procurador en turno de oficio no constituye iniciación del
procedimiento y no releva al interesado de la obligación a que
se refiere el artículo 8, número 1, de este Decreto.

Artículo 10

Presentación de la solicitud

1. Las solicitudes de asistencia jurídica gratuita se presentarán
ante los Servicios de Orientación Jurídica del Colegio de Abogados
del lugar en que se halle el órgano judicial que haya de conocer
del proceso principal, o ante el Juzgado del domicilio del solicitante.

2. Si el proceso no se hubiese iniciado, la solicitud se pre-
sentará:

a) Ante el Servicio de Orientación Jurídica del respectivo Cole-
gio de Abogados o ante el Juzgado o el Decanato de los
Juzgados del partido judicial correspondiente al domicilio
del solicitante, si éste reside en el territorio de la Comunidad
de Madrid.

b) Ante el Juzgado o el Decanato de los Juzgados del partido
judicial del domicilio del solicitante, si éste reside fuera de
la Comunidad de Madrid; en tal caso, dicho órgano dará
traslado inmediato de la solicitud al Colegio de Abogados
territorialmente competente.

Cuando como consecuencia de lo previsto en el párrafo anterior
el modelo oficial de solicitud utilizado por el interesado difiera
sustancialmente del que figura como Anexo I de este Decreto,
la Comisión comprobará si falta algún requisito para la resolución
de la solicitud, requiriendo al interesado para que complete la
información o documentación necesarias.

3. Cuando el interesado fundamente su pretensión en las cir-
cunstancias excepcionales previstas en el artículo 5 de la Ley de
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Asistencia Jurídica Gratuita para obtener el reconocimiento del
derecho, la solicitud se presentará directamente ante la Comisión
de Asistencia Jurídica Gratuita de la Comunidad de Madrid, que
resolverá la solicitud determinando, en el caso de que reconozca
el derecho, cuáles de los beneficios recogidos en el artículo 6 de
la citada Ley, y con qué alcance, son de aplicación al solicitante.
En el caso de que la solicitud se presente en los Servicios de
Orientación Jurídica, se dará traslado de la misma a la Comisión
de Asistencia Jurídica Gratuita.

Lo establecido en el párrafo anterior es de aplicación también
a las solicitudes que fundamenten su pretensión en circunstancias
sobrevenidas, a la renuncia a abogado o procurador designados
de oficio y a los supuestos en que no sea preceptiva la intervención
de los profesionales.

Artículo 11

Subsanación de deficiencias

1. Los Servicios de Orientación Jurídica examinarán la docu-
mentación presentada y, si apreciaran que es insuficiente o que
en la solicitud existen deficiencias, el respectivo Colegio de Abo-
gados concederá al solicitante un plazo de diez días hábiles para
la subsanación de los defectos advertidos.

2. Transcurrido este plazo sin que se produzca la subsanación,
el Colegio de Abogados archivará la solicitud, notificándolo a la
Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita de la Comunidad de
Madrid. Ésta confirmará o revocará el acuerdo de archivo adoptado
por el Colegio en los expedientes en los que haya habido desig-
nación provisional previa, siendo impugnable la resolución admi-
nistrativa confirmatoria del archivo colegial por el cauce que esta-
blece el artículo 20, número 1, de este Decreto.

3. Por su parte, la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita
de la Comunidad de Madrid será competente para requerir de
los peticionarios la subsanación de los defectos observados en las
solicitudes a que se refiere el número 2 del artículo anterior.

Artículo 12

Designaciones provisionales

1. Analizada la solicitud y subsanados, en su caso, los defectos
advertidos, si el Colegio de Abogados estimara que el peticionario
cumple los requisitos legalmente establecidos para obtener el dere-
cho a la asistencia jurídica gratuita, procederá a la designación
provisional de abogado en el plazo de quince días previsto en
el primer párrafo del artículo 15 de la Ley 1/1996.

2. En el mismo momento en que efectúe su designación, el
Colegio de Abogados la comunicará al de Procuradores para que
éste proceda dentro de los tres días siguientes a designar pro-
curador si la intervención de dicho profesional resultara necesaria
con arreglo a las leyes procesales, y a comunicar inmediatamente
al Colegio de Abogados la designación efectuada.

3. Realizada la designación provisional de abogado, y, en su
caso, comunicada la del procurador, el Colegio de Abogados tendrá
un plazo de tres días para trasladar a la Comisión de Asistencia
Jurídica Gratuita de la Comunidad de Madrid el expediente com-
pleto, así como las designaciones efectuadas, a los efectos previstos
por el artículo 15 de este Decreto.

Artículo 13

Excepciones a la designación provisional de abogado y procurador

1. Si el Colegio de Abogados estimase que el peticionario no
cumple los requisitos legales para el reconocimiento del derecho,
comunicará al solicitante en un plazo de cinco días que no ha
efectuado la designación provisional de abogado y dará traslado
de la solicitud a la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita para
que ésta resuelva definitivamente.

2. El Colegio de Abogados cumplimentará asimismo los dos
trámites indicados en el número anterior en los casos en los que
la pretensión principal contenida en la solicitud sea manifiesta-
mente insostenible o carente de fundamento o cuando haya sido
denegada anteriormente por la Comisión para el mismo asunto
o procedimiento.

Artículo 14

Reiteración de la solicitud

1. Cuando el Colegio de Abogados, en el plazo de quince días
a contar desde la recepción de la solicitud o, en su caso, desde
la subsanación de los defectos advertidos, no haya realizado nin-
guna de las actuaciones previstas en los dos artículos anteriores,
el solicitante podrá reiterar su solicitud ante la Comisión de Asis-
tencia Jurídica Gratuita de la Comunidad de Madrid; y ello sin
perjuicio de lo establecido en el artículo 27 de este Decreto.

2. Reiterada la solicitud, la Comisión recabará del Colegio de
Abogados la inmediata remisión del expediente junto con un infor-
me sobre la petición, ordenando al mismo tiempo las designaciones
provisionales de abogado y de procurador, cuando sean necesarias
con arreglo a las leyes procesales.

Artículo 15

Instrucción del procedimiento

1. Recibido el expediente por cualquiera de las vías recogidas
en los tres artículos anteriores de este Decreto y una vez com-
probado que dicho expediente está completo, la Comisión de Asis-
tencia Jurídica Gratuita de la Comunidad de Madrid dispondrá
de un plazo de treinta días para efectuar las comprobaciones y
recabar la información que estime necesarias para verificar la exac-
titud y realidad de los datos declarados por el solicitante, así como
para dictar resolución.

2. A los efectos previstos en el número anterior, y de con-
formidad con lo establecido por el artículo 17 de la Ley 1/1996,
de 10 de enero, la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita podrá
recabar de las Administraciones tributarias la confirmación de los
datos de carácter económico que consten en la documentación
presentada con la solicitud, siempre que lo estime indispensable
para dictar resolución; la petición de esta información se realizará
mediante escrito firmado por el Secretario de la Comisión.

3. Asimismo, la Comisión podrá oír a la parte o partes con-
trarias en el pleito o contra las que se pretenda ejercer la acción,
cuando sean conocidas y se estime que pueden aportar datos para
conocer la verdadera situación económica del solicitante. En el
caso de que no formulen alegaciones en el plazo de diez días,
continuará la tramitación de la solicitud sin perjuicio del derecho
de aquéllas tanto a personarse en el procedimiento en cualquier
momento anterior a su resolución definitiva como a impugnar la
resolución que en su momento la Comisión adopte.

4. La fase de instrucción por la Comisión de Asistencia Jurídica
Gratuita de la Comunidad de Madrid del procedimiento para reco-
nocer el derecho a la asistencia jurídica gratuita se regirá, en todo
caso, por los principios de celeridad y sumariedad.

Artículo 16

Resolución

1. Realizadas las comprobaciones pertinentes, la Comisión dic-
tará resolución reconociendo o denegando el derecho a la asistencia
jurídica gratuita solicitado o, en su caso, confirmando o revocando
el archivo de la solicitud.

En el caso de que la resolución estimatoria dictada consista
en el reconocimiento excepcional del derecho de asistencia jurídica
gratuita previsto por el artículo 5 de la Ley 1/1996, de 10 de enero,
la Comisión determinará cuáles de las prestaciones que integran
el derecho son de aplicación al solicitante.

Asimismo, a los efectos previstos por el número 10 del artículo 6
de la citada Ley, cuando el solicitante a quien se reconozca el
derecho acredite ingresos inferiores al salario mínimo interpro-
fesional se hará mención expresa de esta circunstancia en la
resolución.

2. La resolución estimatoria del derecho implicará la confir-
mación de las designaciones de abogado y, en su caso, de pro-
curador, efectuadas provisionalmente por los Colegios profesio-
nales.

En el supuesto de que dichas designaciones no se hubieran pro-
ducido, la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita requerirá inme-
diatamente de los Colegios el nombramiento de los profesionales
que defiendan y, en su caso, representen al titular del derecho.
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3. La resolución desestimatoria, una vez sea firme, implicará
que las eventuales designaciones de oficio realizadas previamente
queden sin efecto y que, por tanto, el solicitante deba designar
abogado y procurador de libre elección. En tales casos, aquél debe-
rá abonar los honorarios y derechos económicos ocasionados por
los servicios efectivamente prestados por los profesionales desig-
nados de oficio.

Artículo 17

Notificación de la resolución

1. La resolución de la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita
de la Comunidad de Madrid se notificará al solicitante, al Colegio
de Abogados y, en su caso, al Colegio de Procuradores.

2. Asimismo, la resolución será comunicada al órgano judicial
que esté conociendo del proceso, para su incorporación a las actua-
ciones a todos los efectos legales que procedan, no sólo económicos
en el propio proceso sino también para conocimiento por el resto
de intervinientes, a los fines de su eventual impugnación.

3. Las notificaciones y comunicaciones serán realizadas por
el Secretario de la Comisión a través de las unidades administrativas
a que se refiere el artículo 3, número 1, del presente Decreto.

Artículo 18

Ausencia de resolución expresa

1. Transcurrido el plazo establecido en el artículo 15, número 1,
sin que la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita haya resuelto
expresamente la solicitud, quedarán ratificadas las decisiones pre-
viamente adoptadas por los Colegios de Abogados y de Procu-
radores, con los efectos que en cada caso correspondan.

2. Si los Colegios tampoco hubieran adoptado decisión alguna
conforme a lo previsto en el artículo 13, la falta de resolución
expresa de la Comisión en plazo dará lugar a que la solicitud
pueda entenderse estimada, procediendo, a petición del interesado,
del órgano judicial que conozca del proceso, o del Juzgado o Juez
Decano competentes si la solicitud se realizó antes de la iniciación
de aquél, a requerir de los Colegios profesionales la designación
del abogado y, en su caso, de procurador.

Artículo 19

Revocación del derecho

1. La Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita de la Comu-
nidad de Madrid es competente para revisar de oficio sus propios
actos cuando se den las circunstancias previstas en el primer párrafo
del artículo 19 de la Ley 1/1996, de 10 de enero, al objeto de
declarar la nulidad de la resolución que reconoció el derecho,
en los términos establecidos por el artículo 102 de la Ley 30/1992,
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

2. Revocado así el derecho, quienes se hubieran beneficiado
de su concesión procederán al pago de todos los honorarios y
derechos económicos devengados por los profesionales designados
de oficio. En ningún caso, sin embargo, podrá reclamar el abogado
del procurador el abono de sus honorarios.

3. La resolución revocatoria indicará expresamente la obliga-
ción que incumbe a los hasta entonces beneficiarios de reintegrar
la cantidad correspondiente a las prestaciones obtenidas en razón
de aquel reconocimiento, pudiendo la Administración competente
exigir dicho reembolso mediante el procedimiento administrativo
de apremio previsto en el Reglamento General de Recaudación.

4. La resolución revocatoria será notificada al interesado y
comunicada a los Colegios de Abogados y, en su caso, de Pro-
curadores, a la parte o partes interesadas y al órgano judicial que
esté conociendo del proceso.

Artículo 20

Impugnación

1. Las resoluciones de la Comisión de Asistencia Jurídica Gra-
tuita de la Comunidad de Madrid que reconozcan o denieguen
el derecho solicitado, así como las que revoquen el derecho pre-
viamente reconocido, podrán ser impugnadas en los términos pre-
vistos por el artículo 20 de la Ley 1/1996, de 10 de enero.

2. A los efectos previstos en el artículo 18 de este Decreto
y al objeto de posibilitar eventuales impugnaciones contra la esti-
mación presunta de la solicitud, será de aplicación lo establecido
sobre certificación de actos presuntos por el artículo 43 de la Ley
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común.

SECCIÓN SEGUNDA

Procedimiento especial para los procesos de enjuiciamiento
rápido de delitos

Artículo 21

Ámbito

1. Constituye el ámbito objetivo del procedimiento especial
incluido en esta sección la tramitación de las solicitudes referidas
al orden jurisdiccional penal correspondientes al ámbito de apli-
cación de la Ley 38/2002, de 24 de octubre, de reforma parcial
de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, sobre procedimiento para
el enjuiciamiento rápido e inmediato de determinados delitos y
faltas, y de modificación del procedimiento abreviado.

2. Se excluyen de la presente regulación las solicitudes for-
muladas con ocasión de hechos que inicialmente sean enjuiciados
como constitutivos de falta.

Artículo 22

Regulación

1. La tramitación de las solicitudes correspondientes a este
procedimiento especial se ajustará a las siguientes reglas:

a) El interesado dispondrá de cuarenta y ocho horas para pre-
sentar la documentación que deba acompañar al escrito de
solicitud para el reconocimiento del derecho de asistencia
jurídica gratuita.

b) En el caso de que presuma la carencia notoria de medios
del solicitante, el abogado emitirá un informe en tal sentido
que, junto al impreso de solicitud, será remitido a la Comi-
sión de Asistencia Jurídica Gratuita de la Comunidad de
Madrid a fin de que ésta recabe la información que
corresponda.

c) La Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita de la Comu-
nidad de Madrid dará preferencia absoluta a las solicitudes
que se tramiten en el marco de lo previsto por el artículo 21
de este Decreto.

2. En todo lo demás, será de aplicación a las solicitudes el
procedimiento general recogido en la sección primera.

Capítulo IV

Organización de los servicios de asistencia letrada, defensa
y representación gratuitas

Artículo 23

Gestión colegial de los servicios

1. Las Juntas de Gobierno de los Colegios de Abogados y
de Procuradores regularán y organizarán los servicios de asistencia
letrada y de defensa y representación gratuitas, garantizando, en
todo caso, su continuidad, atendiendo a criterios de eficiencia y
funcionalidad, de distribución objetiva y equitativa de los distintos
turnos y medios y, cuando el censo de profesionales lo permita,
de especialización por órdenes jurisdiccionales.

2. Los sistemas de distribución de los distintos turnos y medios
para la designación de los profesionales de oficio serán públicos
para todos los colegiados y podrán ser consultados por los soli-
citantes de asistencia jurídica gratuita.

Artículo 24

Servicios de Orientación Jurídica

1. Cada Colegio de Abogados contará necesariamente con un
Servicio de Orientación Jurídica que asumirá, además de las fun-
ciones que le asigne la respectiva Junta de Gobierno, el aseso-
ramiento previo a los solicitantes de asistencia jurídica gratuita,
la información sobre el cumplimiento de los requisitos necesarios
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para su reconocimiento y el auxilio técnico y material en la redac-
ción de los impresos normalizados de solicitud.

2. Los Colegios de Abogados adoptarán las medidas precisas
para facilitar el acceso de los ciudadanos a los Servicios de Orien-
tación Jurídica y para difundir adecuadamente la localización de
sus dependencias y sus funciones.

Artículo 25

Turnos de guardia permanente

1. Para la prestación del servicio de asistencia letrada al dete-
nido, denunciado o persona a la que se atribuyan en el atestado
policial los hechos que pudieran ser constitutivos de delito, cada
Colegio de Abogados constituirá un turno de guardia permanente,
de presencia física o localizable de los letrados, y a disposición
de dicho servicio durante las veinticuatro horas del día.

2. El Consejo de Colegios de Abogados de la Comunidad de
Madrid comunicará a la Consejería competente en materia de
justicia la organización del turno de guardia, determinándose el
número de letrados de cada Colegio adscrito al mismo.

Artículo 26

Formación y especialización

Mediante Orden del titular de la Consejería competente en
materia de justicia se podrán complementar, previo informe de
los Colegios de Abogados y de Procuradores, los requisitos mínimos
de formación, especialización y experiencia profesional, estable-
cidos por el Ministerio de Justicia para la prestación de servicios
de asistencia jurídica gratuita.

Artículo 27

Responsabilidad patrimonial

1. Los daños producidos por el funcionamiento de los servicios
colegiales de asistencia jurídica gratuita serán resarcidos conforme
a las reglas y principios generales de responsabilidad patrimonial
contenidos en la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

2. La anulación o modificación en vía administrativa o judicial
de las decisiones adoptadas por los Colegios profesionales respecto
de las designaciones provisionales de abogado y de procurador
no suponen en sí mismas título de imputación de responsabilidad
a aquéllos.

3. El Reglamento de los procedimientos de las Administra-
ciones públicas en materia de responsabilidad patrimonial, apro-
bado por Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo, constituye el
marco normativo al que se ajustará la tramitación de estas recla-
maciones de indemnización, en lo que les sea de aplicación y,
en todo caso, con las siguientes precisiones:

a) El procedimiento de reclamación de indemnización se ini-
ciará mediante solicitud del interesado, que se dirigirá y
presentará ante el Colegio profesional que corresponda.

b) La resolución final, acordando o desestimando la indem-
nización reclamada, será adoptada por la Junta de Gobierno
del Colegio respectivo, previo dictamen del correspondiente
órgano consultivo.

Artículo 28

Renuncias

1. El reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gra-
tuita conllevará la designación de abogado y, en su caso, de pro-
curador, en los términos establecidos por el artículo 16, número 2,
del presente Decreto; y ello salvo que el titular del derecho renuncie
expresamente a la designación de profesionales de oficio y nombre
libremente a profesionales de su elección, renuncia que deberá
en tal caso extenderse a los dos profesionales de oficio.

2. Los Colegios actuarán de manera coordinada para efectuar
las designaciones de abogado y de procurador que procedan en
cada caso, no pudiendo actuar al mismo tiempo un abogado de
oficio y un procurador libremente elegido, o viceversa, salvo que
el profesional de libre elección presente escrito de renuncia a per-
cibir sus honorarios o derechos ante el solicitante del derecho
a la asistencia jurídica gratuita, ante el Colegio en el que se halle

inscrito y ante el órgano judicial que conozca o vaya a conocer
del asunto.

3. En tanto la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita no
haya reconocido expresamente el derecho, el solicitante podrá
renunciar a las designaciones provisionales, con las consecuencias
económicas previstas en el artículo 27, párrafo segundo, de la
Ley 1/1996, de 10 de enero.

Sin perjuicio de lo anterior, la tramitación de la solicitud pro-
seguirá a los efectos del posible reconocimiento de cualesquiera
de las restantes prestaciones que relaciona al artículo 6 de la
Ley 1/1996 que no resulten incompatibles con las renuncias
efectuadas.

4. No podrá retribuirse con fondos públicos a más de un abo-
gado o procurador por una misma actuación profesional en el
curso del mismo proceso, salvo caso de muerte o de baja en el
ejercicio de la profesión, renuncia o excusa admitidas por el res-
pectivo Colegio de Abogados.

5. A los efectos previstos en los números anteriores, los Cole-
gios de Abogados y de Procuradores adoptarán las medidas nece-
sarias para asegurar la efectiva y mutua comunicación de las renun-
cias de los profesionales a la percepción de honorarios y derechos,
y de las renuncias de los interesados a las designaciones de oficio
efectuadas.

Artículo 29

Obligaciones profesionales

1. Los profesionales inscritos en los servicios de asistencia jurí-
dica gratuita desarrollarán su actividad con libertad e indepen-
dencia de criterio, con sujeción a las normas deontológicas y a
las reglas y directrices que disciplinan el funcionamiento de los
servicios colegiales de justicia gratuita.

2. Los abogados y procuradores designados de oficio desem-
peñarán sus funciones de forma real y efectiva hasta la finalización
del procedimiento en la instancia judicial de que se trate y, en
su caso, la ejecución de las sentencias, si las actuaciones procesales
en esta última fase se produjeran dentro de los dos años siguientes
a la resolución judicial dictada en la instancia.

La asistencia letrada en los procedimientos de enjuiciamiento
rápido de delitos a que se refiere la Ley 38/2002 se prestará por
un único abogado desde la detención, si la hubiera, o desde la
primera comparecencia, extendiéndose a todas las fases del pro-
cedimiento, incluida la sentencia.

Sólo en el orden penal podrán los abogados excusarse de la
defensa, en los términos previstos en los párrafos segundo y tercero
del artículo 31 de la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita.

3. Para la prestación del servicio de asistencia letrada al impu-
tado, detenido o preso no será necesario que éste acredite pre-
viamente carecer de recursos económicos, pero el abogado que
le asista deberá informarle sobre su derecho a solicitar la asistencia
jurídica gratuita.

Artículo 30

Insostenibilidad de la pretensión

1. Cuando el abogado designado para un proceso considere
insostenible la pretensión que pretende hacerse valer, deberá
comunicarlo a la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita dentro
de los seis días siguientes a su designación, mediante la presen-
tación de un informe debidamente motivado en el que exponga
los argumentos jurídicos en los que fundamenta su criterio, tra-
mitándose a continuación conforme a lo previsto en los artículos 32
a 35 de la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita.

2. A efectos de la organización de los turnos, el abogado que
emita el informe de insostenibilidad mantendrá el mismo orden
de prelación que le correspondía antes de su designación, cuando
se den las circunstancias previstas en el artículo 34, segundo párra-
fo, de la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita.

3. Los Colegios de Abogados llevarán un registro especial en
el que se hará constancia de los expedientes tramitados con motivo
de las insostenibilidades de la pretensión formuladas por sus
colegiados.
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Capítulo V

Subvención de los servicios de asistencia jurídica gratuita

Artículo 31

Objeto

1. La Consejería competente en materia de justicia subven-
cionará, con cargo a sus dotaciones presupuestarias, la implan-
tación y prestación de los servicios de asistencia jurídica gratuita
por los Colegios de Abogados y de Procuradores.

2. El importe de la subvención se aplicará fundamentalmente
a retribuir las actuaciones profesionales correspondientes a las
siguientes prestaciones:

a) Defensa y representación gratuitas de quienes hayan obte-
nido el reconocimiento del derecho por la Comisión de Asis-
tencia Jurídica de la Comunidad de Madrid.

b) Asistencia letrada al detenido o preso.
c) Tramitación de expedientes de asistencia jurídica gratuita,

concepto en el que se incluyen el asesoramiento y la orien-
tación previos al proceso.

3. La gestión de las subvenciones a tramitar por la Consejería
en ejecución de lo previsto en este capítulo se ajustará a lo esta-
blecido en la Ley 2/1995, de 8 de marzo, de Subvenciones de
la Comunidad de Madrid y normativa de desarrollo de la misma.

Artículo 32

Retribución por baremo

1. La retribución de los abogados y procuradores designados
de oficio se realizará conforme a bases económicas y módulos
de compensación fijados en atención a la tipología de procedi-
mientos en los que intervengan dichos profesionales.

2. Los módulos y bases económicas de referencia serán los
que se detallan en el Anexo II. Mediante Orden del titular de
la Consejería competente en materia de justicia los módulos y
bases podrán ser objeto de actualización, en función de las dis-
ponibilidades presupuestarias de la Administración autonómica.

Artículo 33

Gastos de funcionamiento

1. El coste que genera a los Colegios de Abogados y de Pro-
curadores el funcionamiento de los servicios de asistencia jurídica
gratuita, de las unidades encargadas del asesoramiento y la orien-
tación previos al proceso dirigidos a los ciudadanos y de la cali-
ficación provisional de las pretensiones solicitadas por éstos será
compensado mediante la aplicación, a cada expediente, de los
módulos establecidos en el Anexo II.

2. Para subvencionar el coste que generen a los Consejos Gene-
rales de Colegios de Abogados y de Procuradores, en el ámbito
territorial de la Comunidad de Madrid, sus actuaciones en materia
de asistencia jurídica gratuita, cada Consejo General percibirá tri-
mestralmente una cantidad igual a la resultante de aplicar el 11,5
por 100 al importe que corresponda a los Colegios a él adscritos,
por los expedientes tramitados durante dicho perÍodo y certificados
por éstos.

Artículo 34

Devengo de la indemnización

1. Los abogados y procuradores designados de oficio deven-
garán la indemnización correspondiente a su actuación en los por-
centajes establecidos en el Anexo III de este Decreto, una vez
acrediten documentalmente ante su respectivo Colegio la inter-
vención profesional realizada.

2. La indemnización correspondiente al servicio de asistencia
letrada al detenido se devengará una vez finalizada la intervención
profesional, mediante la participación en un turno de guardia.

3. Las actuaciones de un procedimiento penal posteriores a
la primera declaración del imputado, detenido o preso se con-

siderarán incluidas en la defensa por turno de oficio, a los efectos
del devengo de la subvención.

4. La documentación acreditativa de la actuación profesional
realizada por abogados y procuradores en el ámbito de lo previsto
por los tres números anteriores deberá en todo caso ser presentada
en el respectivo Colegio dentro del mes siguiente a la respectiva
intervención.

5. La indemnización destinada a compensar los gastos de fun-
cionamiento indicados en el artículo anterior se devengará cuando
quede constancia documental de que el expediente está completo
y ha sido enviado a la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita
de la Comunidad de Madrid.

Artículo 35

Verificación de los servicios prestados

Los Colegios de Abogados y Procuradores deberán verificar la
efectiva prestación de los servicios por parte de los profesionales
designados, mediante la oportuna justificación documental que
conservarán a disposición de los respectivos Consejos Generales
y de la Comunidad Madrid.

Artículo 36

Procedimiento de aplicación de la subvención

1. Dentro del mes natural siguiente al de la finalización de
cada trimestre, ambos Consejos Generales de Colegios de Abo-
gados y de Procuradores en el ámbito territorial de la Comunidad
de Madrid remitirán a la Consejería competente en materia de
justicia su respectiva certificación que contenga los datos relativos
al número y clase de actuaciones realizadas por cada Colegio a
lo largo del trimestre anterior, junto con la justificación del coste
económico total asociado a los mismos.

2. Dichas certificaciones dejarán constancia, asimismo, de los
reintegros que en su caso proceda efectuar de fondos públicos
previamente percibidos, correspondientes a intervenciones de abo-
gados y procuradores designados en expedientes de justicia gratuita
en tres tipos de supuestos:

a) Cuando se haya revocado el derecho de asistencia jurídica
gratuita.

b) Cuando los profesionales designados hubiesen obtenido el
abono de sus honorarios en ejecución del pronunciamiento
sobre costas a favor de su cliente, habido en la sentencia
que ponga fin al proceso.

c) Cuando los profesionales designados hayan percibido sus
honorarios conforme a lo previsto por el artículo 27, segundo
párrafo, de la Ley 1/1996.

3. En función de dichas certificaciones, la Comunidad de
Madrid procederá a ordenar el gasto correspondiente a estas sub-
venciones y el posterior libramiento de las mismas, con periodicidad
trimestral y conforme a los procedimientos de gestión presupues-
taria por ella establecidos, sin perjuicio de las posteriores regu-
larizaciones que procedan una vez cumplimentada en su totalidad
la justificación anual regulada en el artículo 38 de este Decreto.

Artículo 37

Gestión colegial de la subvención

1. Los Consejos Generales de Abogados y de Procuradores
distribuirán entre sus respectivos Colegios el importe de la sub-
vención que corresponda a cada uno, en función del número de
actuaciones profesionales realizadas y acreditadas por éstos ante
los citados Consejos Generales, durante el trimestre inmediata-
mente anterior al de cada libramiento, y de las bases de com-
pensación económica aplicables a las actuaciones certificadas.

2. Los Consejos Generales y los Colegios de Abogados y de
Procuradores, en cuanto entidades colaboradoras para la gestión
de la subvención, estarán sujetos a las reglas y obligaciones esta-
blecidas para dichos sujetos por la normativa reguladora de sub-
venciones y ayudas públicas de la Comunidad de Madrid.
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Artículo 38

Justificación anual de la aplicación de la subvención

1. Dentro de los cuatro primeros meses de cada año, los Con-
sejos Generales justificarán ante la Consejería competente en mate-
ria de justicia la aplicación de la subvención percibida durante
el ejercicio inmediatamente anterior, suspendiéndose por la Admi-
nistración autonómica los sucesivos libramientos hasta que sea ren-
dida la cuenta justificativa.

En el supuesto de que la cuenta rendida fuese incompleta por
retraso u omisión de algún Colegio, se detraerá de los libramientos
posteriores una cantidad igual a la última distribuida a aquél por
el respectivo Consejo General.

2. Las diferencias que puedan resultar de los libramientos a
cuenta realizados conforme a lo previsto en el artículo 36, núme-
ro 3, de este Decreto, se regularizarán una vez cumplimentado
el trámite de justificación anual.

Artículo 39

Contenido de la justificación anual

1. La justificación anual de la aplicación de los fondos per-
cibidos a la que se refiere el artículo anterior, comprenderá, en
el caso del Consejo de Colegios de Abogados de la Comunidad
de Madrid, los siguientes extremos:

a) Número total de prestaciones de asistencia letrada reali-
zadas, así como su distribución en cada uno de los Colegios.

b) Número total de turnos de guardia realizados en los
Colegios.

c) Cantidad distribuida a cada Colegio para indemnizar las
prestaciones de asistencia letrada o turno de guardia, y rela-
ción por Colegios de las indemnizaciones percibidas por
cada profesional que haya intervenido en la prestación del
servicio.

d) Número total de asuntos turnados de oficio, así como su
distribución entre cada uno de los Colegios, desglosados
ambos datos por tipo de procedimiento.

e) Cantidades distribuidas a cada Colegio para indemnizar el
turno de oficio y relación por Colegios de las indemniza-
ciones percibidas por cada profesional que haya intervenido
en aquél.

f) Importe destinado a atender los gastos de infraestructura
y funcionamiento operativo de los servicios de asistencia
letrada y turno de oficio.

g) Relación de las cantidades distribuidas a cada Colegio por
el Consejo General, para atender los gastos de organización,
infraestructura y funcionamiento de los servicios, con indi-
cación de los criterios seguidos para ello, y detalle de la
aplicación que de dichas cantidades haya realizado cada
Colegio.

h) Importe de los intereses devengados, en su caso, por los
sucesivos libramientos y aplicación de aquéllos.

i) Aplicación de los requisitos de formación y especialización
necesarios para prestar los servicios de asistencia jurídica
gratuita.

2. La justificación anual que deberá presentar su Consejo
General respecto del Colegio de Procuradores, comprenderá los
extremos mencionados en los párrafos d) a i) del número anterior.

Artículo 40

Contabilización separada

Los Consejos Generales de Colegios de Abogados y de Pro-
curadores, y sus respectivos Colegios, deberán contabilizar sepa-
radamente las cantidades libradas para atender a las finalidades
establecidas en este Decreto.

Capítulo VI

Asistencia pericial gratuita

Artículo 41

Ámbito

La regulación de este capítulo se refiere a la asistencia pericial
gratuita, prestación incluida en el contenido material del derecho
de asistencia jurídica gratuita conforme a lo establecido por el
artículo 6, número 6, de la Ley 1/1996, de 10 de enero.

Artículo 42

Ejecución

1. La asistencia pericial gratuita se realizará por el personal
técnico adscrito a los órganos de la Administración de Justicia
y, en su defecto, por funcionarios, organismos o servicios técnicos
dependientes de la Comunidad de Madrid.

2. A tal efecto, una vez recibido el requerimiento del órgano
judicial que esté conociendo del proceso en que se haya admitido
la prueba pericial propuesta por la parte beneficiaria de la asis-
tencia jurídica gratuita, la Consejería competente facilitará la iden-
tidad del técnico u organismo que reúna los conocimientos que
la pericia precise.

Artículo 43

Peritos privados

1. Podrá prestarse asistencia pericial gratuita por parte de téc-
nicos privados cuando concurran las dos circunstancias siguientes:

a) Inexistencia de técnicos, en la materia de que se trate, depen-
dientes de los órganos de la Administración de Justicia o
de la Comunidad de Madrid.

b) Resolución motivada del órgano de la Administración de
Justicia por la que se estime pertinente la concreta actuación
pericial.

2. Corresponde a la Comunidad de Madrid abonar, a través
de la Consejería competente en materia de justicia, los honorarios
devengados por los profesionales que intervengan como peritos
privados, retribución cuyo devengo se producirá una vez realizada
y acreditada la respectiva pericia.

En los supuestos en los que cabe al órgano judicial designar
de oficio perito, la Comunidad de Madrid abonará las pruebas
periciales así acordadas sólo cuando beneficien o afecten a los
intereses del litigante que tenga reconocido el derecho de asistencia
jurídica gratuita.

3. La Comunidad de Madrid adoptará las medidas necesarias
para garantizar que le son reembolsados los gastos que haya satis-
fecho con ocasión de pruebas periciales que, con posterioridad
al devengo de su retribución, incumba atender a un tercero.

4. Los Colegios profesionales remitirán anualmente a la Con-
sejería competente en materia de justicia la lista de colegiados
en el ámbito territorial autonómico dispuestos a actuar como peri-
tos. De no existir Colegio profesional para el tipo de pericia de
que se trate, las Asociaciones o entidades en que se agrupen tales
técnicos privados serán quienes remitan su respectiva relación.

5. Mediante Orden del titular de la Consejería competente
en materia de justicia se determinarán la cuantía y la forma de
pago de la retribución a satisfacer a técnicos privados por la rea-
lización de pruebas periciales en procedimientos de justicia
gratuita.

DISPOSICIÓN ADICIONAL

Las solicitudes de reconocimiento del derecho de asistencia jurí-
dica gratuita incluidas en el ámbito de aplicación de la Ley 38/2002,
de 24 de octubre, de reforma parcial de la Ley de Enjuiciamiento
Criminal, sobre procedimiento para el enjuiciamiento rápido e
inmediato de determinados delitos y faltas, y de modificación del
procedimiento abreviado, gozarán de prioridad en su tramitación
y resolución, debiendo la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita
de la Comunidad de Madrid adecuar su funcionamiento a las nece-
sidades de instrucción y resolución urgentes de tales solicitudes.
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DISPOSICIÓN TRANSITORIA

En el período comprendido entre la entrada en vigor de este
Decreto y el 31 de diciembre de 2003 regirán los siguientes módulos
y bases de compensación económica:

A) Actuaciones de Abogados:

a) Procedimiento abreviado, 240,40 euros.
b) Procedimiento abreviado de enjuiciamiento rápido,

330,56 euros.
c) Procedimiento completo de familia, 253,43 euros.
d) Guardias de asistencia letrada al detenido, tanto indi-

vidualizada, 90,15 euros, como el servicio de guardia,
180,30 euros.

B) Actuaciones de Procuradores

a) Designaciones penales, 30,05 euros.
b) Designaciones civiles, 24,04 euros.
c) Apelaciones penales, 33,06 euros.
d) Apelaciones civiles, 21,04 euros.

C) Para el resto de actuaciones serán aplicables los módulos
y bases establecidos en el Real Decreto 2103/1996, de 20
de septiembre, así como en el Real Decreto 1162/2001,
de 26 de octubre.

DISPOSICIONES FINALES

Primera

Desarrollo

Se faculta al titular de la Consejería competente en materia
de justicia para dictar las disposiciones que requiera o aconseje
el desarrollo de este Decreto.

Segunda

Entrada en vigor

El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su
publicación en el BOLETÍN OFICIAL DE LA COMUNIDAD DE
MADRID.

Tercera

Efectos económicos

La entrada en vigor de las bases y módulos de compensación
establecidos en el Anexo II se producirá el 1 de enero de 2004.

Madrid, a 19 de junio de 2003.

La Consejera de Justicia
y Administraciones Públicas,

YOLANDA IBARROLA

El Presidente,
ALBERTO RUIZ-GALLARDÓN
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ANEXO I

SOLICITUD DE ASISTENCIA JURÍDICA GRATUITA *

6. DOCUMENTACIÓN A APORTAR

! Fotocopia del DNI o del Pasaporte los ciudadanos de la Unión Europea.

! Fotocopia del Pasaporte o Tarjeta de Residencia (NIE), los extranjeros.

! Fotocopia del Libro de Familia o del certificado registral de uniones de hecho.

! Cuatro nóminas últimas.

! Certificado de empresa que acredite los ingresos brutos anuales.

! Certificado del INEM en el que conste la situación de desempleo o percepción de ayuda y período al que se extiende.

! Declaración de utilidad pública (Asociaciones) o inscripción registral (Fundaciones).

! Declaración impositiva anual de la unidad familiar (IRPF y, en su caso, Patrimonio) o de la persona jurídica (Impuesto
sobre Sociedades), correspondiente al último ejercicio.

! Informe de vida laboral.

! Certificado de la Agencia Tributaria acreditativo de no haber presentado declaración, adjuntando en tal caso una declaración
personal expresa de insolvencia.

! Certificado de cobro de pensiones públicas.

! Certificación catastral (bienes inmuebles).

! Nota simple del Registro de la Propiedad (si se alegan cargas sobre el inmueble).

OTRA DOCUMENTACIÓN:

! ................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................

! ................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................

7. INSTRUCCIONES

DECLARANTE
— Se consignarán todos los datos identificativos del solicitante; si actúa en representación de una persona jurídica, se cum-

plimentarán los datos de ésta.
— Si el solicitante es una persona jurídica, en la casilla ENTIDAD se indicará su denominación y en FECHA DE LA ENTIDAD

la fecha de declaración de utilidad pública si se trata de una Asociación y el año de inscripción en el respectivo registro
administrativo si es una Fundación.

— Los datos del CÓNYUGE y del RÉGIMEN ECONÓMICO se consignarán en caso de matrimonio o unión de hecho.
Si el cónyuge convive con el declarante, se incluirá en el apartado FAMILIARES.

— Uso del inmueble: vivienda, negocio, explotación agrícola, etc.

DATOS ECONÓMICOS
— Se detallarán los INGRESOS ANUALES totales de la unidad familiar indicando la moneda en la que se perciben. Sólo

en el caso de carecer absolutamente de ingresos no se consignará cifra, pero el solicitante indicará con claridad “No existen”.
— Las PROPIEDADES INMUEBLES reflejarán si se trata del domicilio utilizado por la unidad familiar, de vivienda en

otro uso, local de negocio, plaza de garaje, solar, explotación agrícola, etcétera. También, el valor de mercado o catastral
y las hipotecas o créditos que graven la propiedad de la unidad familiar.

PROTECCIÓN DE DATOS
— Los datos personales recogidos serán tratados con su consentimiento informado en los términos del artículo 5 de la Ley

Orgánica 15/1999 y de conformidad con los principios dispuestos en la misma y en la Ley 8/2001, de la Comunidad de
Madrid, pudiendo ejercer los derechos de acceso, rectificación, cancelación y oposición ante el responsable del fichero.

— Para cualquier cuestión relacionada con esta materia, o si tiene usted alguna sugerencia que permita mejorar este impreso,
puede dirigirse al teléfono de información administrativa 012.

* — Impreso aprobado por Decreto 86/2003.
— Antes de cumplimentar la solicitud, léase la DECLARACIÓN y las INSTRUCCIONES que figuran como puntos 5 y 7, respectivamente.
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APPLICATION FORM FOR LEGAL AID *

6. DOCUMENTS TO BE ENCLOSED

! EU nationals: photocopy of the National ID Card (DNI) or the passport.

! Foreigners: photocopy of the passport or the Residence permit (NIE).

! Photocopy of the Family Book (Libro de familia) or the cohabitation registration certificate (certificado registral de uniones
de hecho).

! 4 last payslips.

! Company certificate declaring the annual gross income.

! Certificate issued by the Spanish Employment Services (INEM) stating the condition of unemployed or the collection
of benefits and the time covered.

! Declaration of public interest (Associations) or entry in the register (Foundations).

! Yearly household income tax return (personal income tax —IRPF— and, where appropriate, wealth tax —Patrimonio—)
or legal person income tax return (company tax —Impuesto sobre Sociedades—), corresponding to the last fiscal year.

! Employment record (vida laboral).

! Land register certificate (real property).

! Copy of the entry (Nota simple) in the Property register (if charges over the real property are claimed).

! Tax authorities’ (Agencia Tributaria) certificate declaring not having filed the income tax return. A personal express declaration
of insolvency must me enclosed.

! Certificate of collection of public allowances.

OTHER DOCUMENTS:

! ................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................

! ................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................

7. INSTRUCTIONS

APPLICANT
— The APPLICANT’S personal data must be filled in; if he/she appears on bohalf of a legal person, the data of the latter

must be filled in.
— Shoukd the applicant be a legal person, it’s name must be stated in the box “COMPANY NAME” and the box “COMPANY

DATE” must contain the following information: “date of declaration of public interest” should the legal person be an
Association and “year of entry in the appropriate administrative register” should it be a Foundation.

— The SPOUSE’S data and the particulars of the APPLICABLE MATRIMONIAL PROPERTY PROVISIONS will be filled
in case of marriage or registered cohabitation. If the spouse lives with the applicant, he/she will be included in the box “RELATIVES”.

— Real property usage: dwelling, business, farm, etc.

ECONOMIC DATA
— The total household YEARLY INCOME must be detailed, stating the currency. This box can only be left blank when

absolutely no income is earned, but it should be clearly stated “None” or “No existen”.
— In “REAL PROPERTY” it must be stated whether it is the household dwelling, a dwelling for other usage, premises

for a business, parking space, plot of land, farm, etc. The market or cadastral value, as well the mortgages or credits
that encumber the household properties, must also be stated.

DATA PROTECTION
— The personal data provided by you will be processed, with your informed consent, under section 5 of the Spanish Organic

Law 15/1999 and in accordance with the principals contained therein and in the Law 8/2001 of the Regional Government
of Madrid, and you will be entitled to make use of the rights of access, amendment, cancellation and opposition before
the person in charge of the database.

— For further questions related to this matter or any suggestion aimed at improving this form, please contact the Administrative
Information Service dialling 012.

* — This form was adopted under the Spanish Decree 86/2003.
— Before filling in this form, please read the INSTRUCTIONS and the STATEMENT that appear in Sections 5 and 7 respectively.
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DEMANDE D’AIDE JURIDICTIONNELLE *

6. DOCUMENTS À JOINDRE

! Ressortissants de l’UE: Copie de la carte nationale d’identité (DNI) ou du passeport.

! Étrangers: Copie du passeport ou du titre de séjour (NIE).

! Copie du Livret de famille (Libro de familia) ou certificat du registre d’unions civiles (certificado registral de uniones de
hecho).

! 4 derniers bulletins de paie.

! Certificat de l’entreprise sur les revenus bruts annuels.

! Certificat des Services d’emploi espagnols (INEM) attestant la condition de chomeur (euse) ou l’encaissement d’allocations
et la période couverte.

! Déclaration d’utilité publique (Associations) ou inscriptión auprès du registre (Fondations).

! Déclaration annuelle des revenus du foyer (impôt sur le revenu des personnes physiques —IRPF— et, le cas échéant,
sur le patrimoine —Patrimonio—) ou de la personne morale (impôt sur les sociétés —Impuesto sobre Sociedades—), corres-
pondante au dernier exercise fiscal.

! Relevé de carrière (vida laboral).

! Certificat cadastral (biens immeubles).

! Copie de l’inscription (Nota simple) auprès du Registre de la propriété (si des charges sur l’immeuble sont allégées).

! Certificat des autorités tributaires (Agencia Tributaria) attestant ne pas avoir déposé déclaration des revenus. Veuillez
joindre une déclaration personnelle expresse d’insovabilité.

! Certificat d’encaissement d’allocations publiques.

D’AUTRES DOCUMENTS:

! ................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................

! ................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................

7. INSTRUCTIONS

REQUERANT (E)
— Tous les renseignements personnels du/de la requérant (e) devront être remplis. Si le/la requérant (e) agit au nom d’une

personne morale, les renseignements de celle-ci devront être remplis.
— Si le/la réquerant (e) est une personne morale, das le space destiné à la DÉNOMINATION veuillez indiquer le nom

de la société et dans celui de la DATE DE LA SOCIÉTÉ, veuillez indiquer la date de déclaration d’utilité publique
pour les Associations et l’année d’inscription auprès du Registre pour les Fondations.

— Les renseignements de L’EPOUX (SE), ainsi que ceux du REGIME MATRIMONIAL (ou celui de l’union civile) seront
remplis en cas de mariage ou union civile. Si l’époux (se) cohabite avec le requérant (e), il/elle devra être inclus (e) dans
l’espace destiné aux “MEMBRES DE LA FAMILLE”.

— Usage immobilier: foyer, commerce, exploitation agricole, etc.

RENSEIGNEMENTS ÉCONOMIQUES
— Les REVENUS ANNUELS totaux du foyer y devront être indiqués, en précisant la monnaie. S’il existe une manque

absolue de revenus, le chiffre ne sera pas indiqué, mais il y devra être clairement indiqué “Aucun” ou “No existen”.
— Pour les PROPRIETES IMMEUBLES leur usage (logement du foyer, logement à un usage différent, local d’une affaire,

place de stationnement, terrain, exploitation agricole, etc.) devra être indiqué. Il devrá être également indiquée la valeur
du marché ou cadastrale et les hypothèques ou crédits qui chargent les propriétés du foyer.

PROTECTION DES DONNÉES
— Les renseignements personnels fournis seront gérés, avec votre consentement éclairé, conformément à l’article 5 de la

Loi organique espagnole 15/1999 et d’après les principes énoncés dans ladite loi, et dans la Loi 8/2001 du Gouvernement
régional de Madrid, pouvant exercer les droits d’acces, rectification, annulation et opposition devant la personne responsable
de la base de données.

— Pour toute question sur ce sujet ou pour toute suggestion qui puisse améliorer ce formulaire, veuillez contacter le Service
de renseignement administratif au 012.

* — Formulaire approuvé par le Décret 86/2003.
— Avant de remplir le formulaire, veuillez lire les INSTRUCTIONS et la DÉCLARATION qui appariassent aux pages 5 et 7 respectivement.
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ANEXO II

MÓDULOS Y BASES DE COMPENSACIÓN ECONÓMICA

Abogados
Asistencia al detenido o preso

Asistencia individualizada . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 90,15
Servicio de guardia . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 180,30

Jurisdicción Penal
Tribunal del jurado . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 450,76
Penal Especial “Macro-procesos” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 450,76
Por cada mil folios . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 30,05
A partir de 5 comparecencias ante el Juzgado, por cada 5 . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 30,05
A partir de 2 días de visita, por cada día . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 60,10
Penal General . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 360,61
Procedimiento abreviado . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 300,51
Enjuiciamiento rápido . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 330,56
Menores . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 300,51
Expediente de vigilancia penitenciaria . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 150,25
Juicio de faltas . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 120,20
Salidas a centros de prisión:
Si distan menos de 25 kilómetros desde el domicilio del letrado . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 12,02
Si distan más de 25 kilómetros desde la residencia del letrado . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 30,05

Jurisdicción Civil
Juicio ordinario . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 300,51
Completo de familia . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 360,61
Mutuo acuerdo . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 180,30
Ejecuciones de sentencia de familia . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 240,40
Filiación, paternidad, capacidad . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 300,51
Menores . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 300,51
Verbal . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 240,40
Monitorio . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 180,30
División judicial de patimonios . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 300,51
Ejecución de títulos judiciales . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 300,51
Cambiario . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 300,51
Jurisdicción voluntaria . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 240,40

Jurisdicción Contencioso-Administrativa
Vías previa contencioso-administrativa . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 120,20
Recurso contencioso-administrativo . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 300,51

Jurisdicción Social
Procedimiento laboral . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 180,30
Recurso de suplicación . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 150,25

Jurisdicción Militar
Procedimiento militar . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 300,51

Recurso de casación
Anuncio de recurso de casación . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 42,07

Recurso de apelación
Recurso de apelación . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 150,25

Normas generales
Transacción extrajudicial: 75 por 100 de la cuantía aplicable al procedimiento
Informe motivado de la insostenibilidad de la pretensión . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 60,10

Gastos de funcionamiento
Por expediente tramitado . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 30,05

Procuradores
Jurisdicción Penal

Todos los procedimientos . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 30,05
Apelaciones . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 33,06

Jurisdicción Civil
Todos los procedimientos . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 30,05
Apelaciones . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 33,06

Gastos de funcionamiento
Por expediente tramitado . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 3,01
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ANEXO III

MOMENTO DEL DEVENGO DE LA INDEMNIZACIÓN

Los abogados y procuradores devengarán la indemnización correspondiente a su actuación en el turno de oficio, con arreglo
a los siguientes porcentajes:

1. Un 70 por 100:

a) En procesos civiles, incluidos los de familia, a la presentación de la copia de la providencia de admisión de demanda
o teniendo por formulada la contestación de la misma.

b) En apelaciones civiles, a la presentación de la copia de providencia admitiendo a trámite el recurso o, en su caso, la
personación en la alzada.

c) En procedimientos penales, a la presentación de la copia de la diligencia o solicitud de actuación procesal en la que
intervenga el letrado o procurador, o de la apertura del juicio oral.

d) En apelaciones penales, a la presentación de la copia de la resolución judicial teniendo por formalizado o impugnado
el recurso o del señalamiento para la vista.

e) En los demás procedimientos, a la presentación de la copia de la diligencia judicial acreditativa de la intervención del
letrado, o procurador de los Tribunales.

f) En los recursos de casación formalizados, a la presentación de la copia de la providencia por la que se tenga por formalizado
el recurso.

g) En los recursos de casación no formalizados, a la presentación de la copia del informe dirigido al Colegio, fundamentando
la inviabilidad del recurso.

2. En el restante 30 por 100 de los asuntos procedentes, a la presentación de la copia de la sentencia o resolución que
ponga fin a la instancia.

3. En las transacciones extrajudiciales e informe de insostenibilidad de la pretensión se devengará la totalidad de la indemnización
correspondiente a la presentación de documento suscrito por el interesado o del informe de insostenibilidad.

4. En las salidas a centros de prisión se devengará la totalidad de la indemnización a la presentación de certificación expedida
por el centro penitenciario, acreditativa de la actuación realizada.

5. En la vía administrativa previa (extranjería y asilo) se devengará la totalidad de la indemnización a la presentación de
copia de la resolución o acto administrativo que suponga la finalización del procedimiento.

(03/16.792/03)

Consejería de Medio Ambiente

2393 ORDEN 1340/2003, de 12 de junio, de la Consejería de
Medio Ambiente, por la que se desarrolla parcialmente su
estructura orgánica.

Mediante Orden 87/2002, de 30 de mayo, del Consejo de Gobier-
no de la Comunidad de Madrid, se modifica el Decreto 323/1999,
de 11 de noviembre, que establece la estructura orgánica de la
Consejería de Medio Ambiente, modificado por los Decre-
tos 25/2000, de 17 de febrero; 82/2001, de 21 de junio, y 266/2001,
de 29 de noviembre.

Procede ahora completas dicha estructura realizando el desarro-
llo de las unidades administrativas por debajo del nivel orgánico
de Servicio, en relación con la Secretaría General Técnica, en
función de los Servicios existentes en la actualidad.

Asimismo, se realiza un nuevo desarrollo de las unidades admi-
nistrativas de la Dirección General de Calidad y Evaluación
Ambiental, para adecuarla a las necesidades derivadas de la entrada
en vigor de las Leyes 2/2002, de 19 de junio, de Evaluación Ambien-
tal de la Comunidad de Madrid y 16/2002, de 1 de julio, de Pre-
vención y Control Integrados de la Contaminación.

En su virtud, de conformidad con lo establecido en el artícu-
lo 48.3 de la Ley 1/1983, de 13 de diciembre, de Gobierno y Admi-
nistración de la Comunidad de Madrid, y en la Disposición Final
Primera del citado Decreto 87/2002, de 30 de mayo, y previos
los informes preceptivos,

DISPONGO

Artículo 1

De la Secretaría General Técnica
La Secretaría General Técnica de la Consejería de Medio

Ambiente se estructura en las siguientes unidades orgánicas:

1. Servicio de Régimen Interior y Apoyo Técnico:
1.1. Sección de Asuntos Generales.

1.1.1. Subsección de Coordinación:
1.1.1.1. Negociado de Vehículos.
1.1.1.2. Negociado de Coordinación.
1.1.1.3. Negociado de Administración.
1.1.1.4. Negociado de Obras y Conservación de

Inmuebles.
1.1.1.5. Negociado de Información II.

1.2. Sección de Régimen Interior.
1.2.1. Subsección de Régimen Interior.

1.2.1.1. Negociado de Régimen Interior.
1.2.1.2. Negociado de Control de Gestión.
1.2.1.3. Negociado de Aplicaciones Informáticas.
1.2.1.4. Negociado de Información I.
1.2.1.5. Negociado de Registro.
1.2.1.6. Negociado de Biblioteca.
1.2.1.7. Negociado de Publicaciones.

1.3. Oficina Supervisora de Proyectos (con rango orgánico de
Sección).
1.3.1. Subsección de Revisión y Control de Proyectos.

2. Servicio de Contratación:
2.1. Sección de Contratación I.

2.1.1. Subsección de Contratación I.
2.1.1.1. Negociado de Convenios y Consorcios.
2.1.1.2. Negociado de Contratación.
2.1.1.3. Negociado de Apoyo Administrativo.

2.2. Sección de Contratación II.
2.2.1. Subsección de Contratación II.

2.2.1.1. Negociado de Apoyo Administrativo.
2.2.1.2. Negociado de Tramitación.


